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EDITORIAL 
De acuerdo con el Decreto de 16 de 
julio de 1935 compete al Aparejador 
(arquitecto thcnico) la inmediata ins- 
pección de la obra, la ordenación de 
la ejecución material de la misma, la 
responsabilidad de que la construcción 
se ejecute de acuerdo con el proyecto, 
y las buenas prácticas de la construcción 
con observancia estricta de las órdenes 
del arquitecto director, supliendo la 
posible falta de preparación thcnica del 
contratista; quien, por su parte, debe 
aportar los elementos de trabajo y me- 
dios auxiliares a más de la organiza- 
ción, distribución y vigilancia del per- 
sonal en las obras por «administración», 
y el suministro de materiales y organi- 
zación administrativa y económica en 
las que se lleven a cabo «por contratan. 
De ello inferimos que no es el Arqui- 
tecto, el personaje que desde un podio o 
tribuna mueve los hilos que rigen el 
movimiento de los operarios o aprieta 
los resortes que ponen en marcha el 
mecanismo del trabajo, sino aquel pro- 
fesional que verifica la tarea, señala los 
defectos para su inmediata corrección 
o soluciona los problemas, las dudas o 
dilemas que se le presenten. En una pa- 
labra «supervisa». 
Por otra parte, no creemos exista nin- 
gún precedente de legislación en la his- 
toria contemporánea, que determine la 
adscripción del Arquitecto como téc- 
nico fijo a la obra, n i  limite las horas 
mínimas que debe permanecer en ella, 
n i  regule el número máximo de las que 
puede dirigir un profesional. 
Sin embargo, el Arquitecto es el que, 
de entre los profesionales descritos, más 
actividades tiene que prever, ordenar y 
coordinar, y todo ello en un tiempo que 
suele ser limitado y con el coste más 
económico posible. 
No puede, pues, presentarse mayor 
tipificación de esparcimiento de man- 
datos que van diluy6ndose entre los co- 
laboradores, ayudantes y personal; no 
obstante, cuando se presenta la rotura 
del diente en el engranaje constructivo 
con dolorosas consecuencias por daños 
a cosas o lesiones a personas, surge 
siempre encabezando el peso de toda la 
responsabilidad la figura del Arquitecto 
director. 
Pero lo  miis lamentable, es que una 
gran mayoría de los titulados en arqui- 
tedtura, quizá excesivamente preocu- 
pados por resolver los problemas de 
composición, estéticos o estructurales, 
desconocen el alcance del contrato sus- 
crito con el Propietario, y aun la  respon- 
sabilidad civil o criminal que puede 
dimanar de la dirección de las obras, 
as¡ como la prescripción de los actos 
negligentes que hubiesen podido co- 
meter durante la misma. 
En cuanto al contrato entre Propiedad 
y Arquitecto, n i  siquiera los Juristas han 
logrado una concreta determinación del 
mismo, ya que mientras unos lo  inte- 
gran entre los de arrendamiento de obras 
o servicios, otros pretendian clasificarlo 
entre los contratos de mandato (clasi- 
ficación ya rechazada en Sentencia del 
T.S. de 16 de febrero de 1935) y algunos 
autores consideran dicho contrato como 
complejo de mandato y obra, rigigndose 
por las normas juridicas de ambos. 
El Tribunal Supremo en la Sentencia 
aludida lo incluye entre los contratos 
de arrendamiento de servicios, puesto 
que el arquitecto está obligado a la 
prestación de sus conocimientos thc- 
nicos, a pesar de que reconoce, que 
los arts. 1588 al 1599 del Código Civil, 
son de aplicación al contrato celebrado 
por el Arquitecto, si bien los mismos 
correspondan al «Contrato de Obra». 
Esta calificación también la acepta la 
Jurisprudencia (Sentencia 4 de febrero 
de 1950,22 de enero de 1959 y 30 de marzo 
de 1960) ya que el profesional, mediante 
remuneración, no solamente debe pres- 
tar su actividad, sino el resultado de su 
dirección, la obra. 
La realidad es que se trata de un con- 
trato en que el arquitecto se obliga con 
otra persona (comitente, propietario o 
cliente) mediante unos honorarios pre- 
estipulados, a elaborar un proyecto y 
asumir la dirección de las obras tenden- 
tes a la construcción, adición o reforma 
de uno o varios edificios. 
Es, por tanto, un contrato: 
Principal, por ao depender de otro. 
Consensual, al requerir el consentimien- 
to  de las partes. 
Bilateral, al imponer sus propias obliga- 
ciones, que no quedan afectadas por 
la coexistencia del contrato entre 
Propietario y Constructor, ya que 
ambos contratos son jurídicamente 
independientes. 
Oneroso, al procurar cada contratante 
obtener utilidad mediante un equi- 
valente (honorarios contra servi- 
cios). 
Conmutativo, al ser equiparables las 
prestaciones y el riesgo de pérdida 
o ganancia eventual. 
De tracto sucesivo, ya que el arquitecto 
adquiere la obligacibn de dirigir la  
ejecución sucesiva, a diferencia del 
comitente, que puede cumplimen- 
tar su pago de una sola vez y en un 
momento. 
De adhesión, por hallarse unilateralmen- 
te resuelto por el esquema impreso 
que supone la hoja de encargo que 
facilita el Colegio. 
S i  no queda demasiado diáfana la in- 
clusión del contrato que obliga al Arqui- 
tecto ante el propietario en un determi- 
nado encuadramiento juridico, el claro 
oscuro se entenebrece al dilucidar la po- 
sible responsabilidad en que podemos 
incurrir ejercitando la dirección faculta- 
tiva. 
Efectivamente, desde el Código Civil, 
nos apuntan con su dedo acusador va- 
rios artículos, en el caso de que se arrui- 
ne parcial o totalmente el edificio: 
El art. 1591 - por vicios del suelo o de la 
dirección. 
El art. 1902- si por acción u omisión se 
causa daño a otro, interviniendo 
culpa-o negligencia. 
El art. 1903-respondiendo de los actos 
u omisiones propios y de aquellas 
personas que puedan depender de 
uno mismo, surgiendo la presunción 
de culpa por falta de vigilancia o 
elección desacertada. 
El art. 1907,1908 y 1909- que permiten la  
repercusión contra el Arquitecto 
dentro del tiempo legal de los daños 
que pueda sufrir un edificio por falta 
de reparaciones necesarias, explo- 
sión de máquinas, inflamación de 
sustancias explosivas, humos exce- 
sivos, emanaciones de cloacas o 
depósitos de materias infectantes, 
siempre que sean achacables a de- 
fecto de construcción. 
Desde el Código Penal otros tantos 
articulos nos señalan por nuestra posible 
negligencia: 
El art. 306- por falsedad en documento 
privado. 
El art. 427- por infracción de las leyes de 
trabajo con quebranto en la salud 
o integridad de los obreros. 
El art. 528 y 529- por defraudación a otro 
en sustancia, cantidad o calidad de 
las cosas que se entregan o atribu- 
yéndose poder, influencia o cuali- 
dades opuestas. 
El art. 565- por infracción de reglamen- 
tos cometiendo delito por simple 
imprudencia o negligencia. 
Y finalmente, si bien la prescripción 
penal está en relación a la pena que 
pueda corresponder según delito o falta 
cometidos, en laaivil, domina la tesis del 
resultado, no de la actividad, empezando 
a contarse desde el momento en que el 
agraviado la conoce y puede ejercitarla 
(arts. 1968 y 1969 del C. C.), desvirtuando 
la equívoca creencia, muy generalizada 
entre los profesionales, de la responsa- 
bilidad ((decenaln del art. 1591 del C. C. 
Por tanto, si un cúmulo de disposicio- 
nes (entre otras no citadas) de ambos 
Códigos nos abruman, si el término de 
la prescripción en muchos casos es ili- 
mitado, seria indispensable que el Ar- 
quitecto pudiese mantener ((plena auto- 
ridad como director de la obran. Mas, 
desgraciadamente, esto no sucede asi. 
¿Y, en tal caso, qué puede hacer el Ar- 
quitecto contra el constructor reacio o 
el propietario contumaz? MUY POCO 
O CASI NADA. 
Hacer constar la infracción en el «libro 
de órdenes», ¡si se lleva! Requerir a l  
inobservante notarialmente... o, como 
ya se apuntaba en el informe de la  «Co- 
misión de Revisión de Responsabilida- 
des del Arquitecto» publicado en el Bo- 
letín Colegial correspondiente a los me- 
ses noviembre y diciembre de 1966, pre- 
sentar oficialmente la renuncia de la di- 
rección, con evidente sacrificio. 
Y si no existe una verdadera autoridad, 
y además no es posible la intervención 
eficaz en gran parte de los elementos de 
la obra, es necesario que la Legislación, 
atemperándose a la época y sus deter- 
minantes, modere el alcance de la res- 
ponsabilidad de la dirección, rectifi- 
cando en lo  menester, el rigido concepto 
establecido desde el pasado siglo, agra- 
vado aún, por más recientes disposicio- 
nes. 
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